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I. INTRODUCCIÓN 
 
1. La pandemia debida al SARS-CoV-21 ha dado paso a la aplicación, por segunda vez 
desde la aprobación de la Constitución (CE), del estado de alarma. Esta circunstancia 
trastoca algunas de las pautas normativas habituales en situaciones de normalidad, como 
se desprende del Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, por el que se declara el estado 
de alarma para la gestión de la situación de crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19.2  
 
2. Como es bien conocido, el Real Decreto de declaración del estado de alarma tiene 
una naturaleza de norma con rango de ley. De acuerdo con la STC 83/2016, el art. 116 
CE plasma la opción del constituyente de 1978 por un modelo de regulación del 
denominado derecho constitucional de excepción, caracterizado por la mención de los 
tres estados de emergencia, estado de alarma, estado de excepción y estado de sitio, con 
los que hacer frente a posibles situaciones de anormalidad constitucional, reservando a 
una ley orgánica la regulación de cada uno de estos estados, así como las competencias y 
las limitaciones correspondientes (art. 116.1 CE).  
 
3. A los efectos de este comentario, interesa la afirmación de que el acto de autorización 
parlamentaria de la prórroga del estado de alarma tiene un contenido normativo o 
regulador, ya que hace suyos el alcance, condiciones y términos del estado de alarma. Por 
tanto, se trata de una decisión con rango o valor de ley, expresión del ejercicio de una 
competencia constitucionalmente confiada al Congreso de los Diputados para la garantía 
de los derechos y libertades de los ciudadanos.3 
 

                                                
1 Como señala la Organización Mundial de la Salud, “[l]os coronavirus (CoV) son una amplia familia de 
virus que pueden causar diversas afecciones, desde el resfriado común hasta enfermedades más graves, 
como ocurre con el coronavirus causante del síndrome respiratorio de Oriente Medio (MERS-CoV) y el 
que ocasiona el síndrome respiratorio agudo severo (SRAS-CoV). Un nuevo coronavirus es una nueva cepa 
de coronavirus que no se había encontrado antes en el ser humano”. 
2 Título oficial. 
3 STC 83/2016, FJ. 9. 
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4. Con el objeto de plantear algunas cuestiones sobre el régimen jurídico del estado de 
alarma, se ha redactado esta nota para, en su caso, incentivar un posible debate sobre las 
mismas. 
 

II. LAS AUTORIDADES COMPETENTES DELEGADAS 
 
5. El Real Decreto 463/2020 afirma una cuestión que no ofrece duda en el caso de la 
declaración de alarma, esto es que la autoridad competente es el Gobierno.4 Ahora bien, 
para el ejercicio de las funciones del propio Real Decreto, se nombran las denominadas 
“autoridades competentes delegadas”, en sus respectivas áreas de responsabilidad, esto 
es: a) la ministra de Defensa, b) el ministro del Interior, c) el ministro de Transportes, 
Movilidad y Agenda Urbana y el ministro de Sanidad, último en ser nombrado, aunque, 
a salvo del Consejo de Ministros, sea la autoridad principal en la materia. Tan es así que 
el propio Real decreto establece una cláusula de cierre por la que “en las áreas de 
responsabilidad que no recaigan en la competencia de alguno de los ministros indicados 
en los párrafos a), b) o c), será autoridad competente delegada el ministro de Sanidad”.5 
Los ministros designados como autoridades competentes delegadas quedan habilitados 
para dictar las órdenes, resoluciones, disposiciones e instrucciones interpretativas que, en 
la esfera específica de su actuación, sean necesarios para garantizar la prestación de todos 
los servicios, ordinarios o extraordinarios, en orden a la protección de personas, bienes y 
lugares, mediante la adopción de cualquiera de las medidas previstas en el artículo once 
de la Ley Orgánica 4/1981, de 1 de junio.6 

 
6. La anterior afirmación relativa a las autoridades competentes delegadas plantea una 
primera cuestión, a saber, si se está empleando la noción de la delegación de competencias 
prevista en la Ley 40/2015 (LRJSP).7 Como es bien sabido, la delegación constituye una 
potestad discrecional que implica el traslado de su ejercicio reteniéndose la titularidad 
por el órgano que la delega (órgano delegante). La regulación de la LRJSP se refiere 
esencialmente a los órganos de una misma Administración, esto es, la denominada 
“delegación inter-orgánica” (ya sea en un órgano unipersonal o colegiado), aunque cabe 
también la inter-subjetiva. La LRJSP no circunscribe la delegación a la resolución de un 
único asunto (ni, de hecho, a decisiones resolutorias, pudiendo abarcar los actos de 
trámite). Tiene carácter estable, esto es, se refiere a la resolución de un género de asuntos, 
aunque pueda ser revocada en cualquier momento por el órgano delegante.8 La delegación 
también se extingue por cumplimiento de la condición que se haya podido establecer al 
efectuarla o por el plazo que pueda determinar una previsión legal. Ahora bien, la LRJSP 
establece una serie de supuestos en los que no es posible llevar a cabo una delegación, 
entre otros, los asuntos que se refieran a la Presidencia del Gobierno de la Nación o la 
adopción de disposiciones de carácter general. Además, la LRJSP señala una serie de 

                                                
4 Art. 4.1. 
5 Real Decreto 463/2020, art. 4.2 (segundo párrafo). 
6 Real Decreto 463/2020, art. 4.3. 
7 Art. 9 LRJSP. 
8 Art. 9.6 LRJSP. 
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garantías que es preciso respetar cuando se produzca una delegación, tanto de carácter 
formal como sustantivo: 
a) Salvo autorización expresa de una Ley, no pueden delegarse las competencias que se 

ejerzan por delegación, esto es, no cabe la denominada delegación “en cascada”. 
b) Las resoluciones administrativas que se adopten por delegación deben indicar 

expresamente esta circunstancia, considerándose dictadas por el órgano delegante. Es 
decir, se imputan a este, ya que sigue reteniendo la titularidad de la competencia.  

c) Aunque no se mencione en la LRJSP, se exige la motivación de la delegación que se 
efectúe, al tratarse de una potestad discrecional.9 

d) La delegación de competencias y su revocación deben publicarse en el 
correspondiente diario oficial, según la Administración a que pertenezca el órgano 
delegante, y el ámbito territorial de competencia de este. La revocación ha de hacerse 
mediante el mismo instrumento que dio paso a la delegación. 

 
7. A la luz de lo anterior es posible dudar de que la noción de autoridad competente 
“delegada” se esté empleando de acuerdo con el sistema de la LRJSP, no solo por los 
posibles límites que esta imponga, sino, sobre todo, porque tal noción tiene más la 
naturaleza de “habilitación” que de delegación. Es cierto que, como expresa el propio art. 
4.1 del Real Decreto 463/2020, es el Gobierno es el único competente, esto es, retiene la 
titularidad de la competencia. Sin embargo, lo que hace el Real Decreto, dentro de la 
situación de “anormalidad” a la que se refiere, es habilitar a los órganos inferiores a dictar 
no solo actos sino también normas. Esta circunstancia resultaría coherente con las 
limitaciones que, en un sistema normal de ejercicio de atribuciones, tienen los ministros, 
en particular, a la hora de dictar disposiciones generales con efectos ad extra, ya que para 
ello precisan de la correspondiente habilitación, ya sea mediante una norma con rango de 
ley como por medio de una reglamentaria previamente dictada por el Consejo de 
Ministros.10 
 
8. Aparte de lo anterior, hay que tener en cuenta un aspecto de importancia, ya que 
aunque la LRSJ contiene el régimen  de la delegación que tradicionalmente se ha aplicado 
en el Derecho administrativo y es el modelo “general” de esa técnica de traslación del 
ejercicio de funciones, en este caso se trata del gobierno como órgano constitucional y no 
solo de la Administración, por lo que hay que matizar su aplicación a un caso como el 
presente en el que se conjugan atribuciones gubernamentales (políticas) de carácter 
normativo y ejecutivo con otras que sí son administrativas. 
 
9. Como es bien conocido, el Real Decreto 463/2020 vino a suspender términos y a 
interrumpir los plazos para la tramitación de los procedimientos de “todo” el sector 
público definido en la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo 
Común de las Administraciones Públicas (LPAC).11 Sin embargo, a pesar de la situación 
de alarma, el Real Decreto no altera o suspende otros aspectos del procedimiento 
                                                
9 Art. 35.1.i) LPAC. 
10 Art. 129 (tercer párrafo) LPAC. STS de 2 de diciembre de 2015, ECLI: ES:TS:2015:5190. 
11 Real Decreto 463/2020, Disposición adicional tercera.  
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administrativo común y, en general, del sistema normativo, caso de la obligada 
publicación de las disposiciones generales o, en su caso, de la motivación y publicación 
de los actos administrativos, juntamente con los recursos pertinentes que quepa interponer 
contra ellos. 
 
 

III. LA ESTRUCTURA NORMATIVA DE LOS CAMBIOS DE FASES 
 

1. El Plan para la Transición hacia una Nueva Normalidad 
 
10. En el tiempo de escribir esto,12 el Real Decreto 463/2020 ha sido modificado en 
cuatro ocasiones. Dejando de lado las restricciones por motivos sanitarios u otros que han 
recibido atención, como es el ejercicio de la potestad sancionadora,13 entre los aspectos 
que han adquirido una gran importancia política y social se encuentran los cambios de 
etapa en lo que se ha denominado “desescalada”, término que vendría a referirse a una 
reducción progresiva de las medidas preventivas, pero también de gravamen, sobre el 
estado inicial de libertad de las personas y de las actividades económicas, culturales o de 
otro tipo (v.g., religioso).  
 
11. Una de las polémicas suscitadas en este proceso ha tenido que ver con las etapas en 
ese proceso de “desescalada” y el empleo por parte del Consejo de Ministros de los 
criterios para ello. 
 
12. El 28 de abril de 2020, el Consejo de Ministros aprobaba el denominado “Plan para 
la Transición hacia una Nueva Normalidad” (en adelante, PNN). Este plan solo está 
publicado en Internet,14 a diferencia de la profusa normativa requerida por la situación de 
alarma a causa de la pandemia. La página web de la Moncloa recoge los principales 
aspectos del PNN, incluidos los cambios de fases de la “desescalada”. Según el 
documento del propio Gobierno de España-Ministerio de Sanidad, titulado “Plan para la 
Transición hacia una Nueva Normalidad. Respuestas a preguntas frecuentes” (de 3 de 
mayo de 2020), el PNN Plan “es orientativo, pues plantea la hoja de ruta que tiene el 
Gobierno para avanzar hacia la nueva normalidad. Las decisiones concretas y definitivas 
se adoptarán por el ministro de Sanidad y el resto de autoridades delegadas. Por tanto, 
todas las respuestas se adecúan al Plan aprobado, pero podrían cambiar si la decisión 
definitiva fuera otra”.15 
 
                                                
12 18 de mayo de 2020. 
13 Amoedo-Souto, C., “La genealogía autoritaria del régimen sancionador del estado de alarma. Del “Fast 
and Furious” al “Jurassic Park”: http://www.aepda.es/AEPDAEntrada-2775-La-genealogia-autoritaria-del-
regimen-sancionador-del-estado.aspx, o Cano Campos, T., “Estado de alarma, sanciones administrativas y 
desobediencia a la autoridad”: https://seguridadpublicasite.wordpress.com/2020/05/08/estado-de-alarma-
sanciones-administrativas-y-desobediencia-a-la-autoridad. 
14 
https://www.lamoncloa.gob.es/serviciosdeprensa/notasprensa/sanidad14/Paginas/2020/03052020_desesca
lada.aspx. 
15 P. 3, cursiva añadida. 
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13. El PNN cuenta con siete apartados que van desde una introducción, pasando por sus 
objetivos y principios, capacidades estratégicas, panel de indicadores, gobernanza (que 
incluye la metodología de la toma de decisiones),16 recuperación de la actividad y finaliza 
con uno VII titulado Medidas escalonadas, en donde se incluyen las fases (o, I, II, III y 
nueva normalidad). 
 
 

2. Naturaleza jurídica del PNN 
 
14. Una primera pregunta a plantear es la relativa a la naturaleza jurídica del PNN, ya 
que, como colige con facilidad, la misma no depende del nomen iuris sino de sus objetivos 
y, en particular, contenido. En efecto, la potestad planificadora es una de aquellas 
potestades típicamente discrecionales de las Administraciones públicas, en la medida en 
que la norma que la regula ofrece un margen de apreciación a aquellas que ciertamente 
puede ser más o menos amplio. La otra cuestión que plantea el ejercicio de la potestad de 
planificación es la de su carácter normativo o no. Los planes son actos complejos que 
habitualmente incorporan un diagnóstico de la situación de que se trate, un pronóstico de 
evolución, un cuadro de prioridades y objetivos y un programa sistemático de acción, que 
puede ser más o menos amplio en el tiempo. En todo caso, la planificación constituye un 
proceso de racionalización administrativa que se traduce en la fijación de objetivos, de 
las conductas a seguir y de los medios (materiales y jurídicos) para llevarlos a cabo.17 
Que un plan tenga naturaleza normativa depende de su contenido y de que se adecúe a las 
notas de generalidad y abstracción habituales en las disposiciones generales. En efecto, 
no todos los planes presentan perfil normativo y aquellos que lo tienen pueden incluir no 
solo normas sino también un estado de la realidad a la que se refieren (v.g., el plan 
normativo previsto en la LPAC).18 La imposibilidad de generalizar su naturaleza 
normativa se debe a su variedad y contenido, al ser instrumentos, a veces, muy técnicos, 
para la orientación de la política del gobierno cuya fuerza normativa, cuando la tengan, 
no deriva de ellos mismos sino de las normas que los acojan o que se remitan a ellos y 
tendrán el rango y la eficacia que estas les confieran. 
 
15. En el caso del PNN se señala lo siguiente: 
 

“[E]l Plan establece los principales parámetros e instrumentos para la adaptación 
del conjunto de la sociedad a la nueva normalidad, con las máximas garantías de 
seguridad. (…) Ha de servir, también, para proporcionar una hoja de ruta a las 
administraciones, a la ciudadanía y el empresariado, cuya colaboración en la 
nueva fase sigue siendo esencial, ante un contexto inédito que ha llevado a la 
adopción de medidas hasta ahora desconocidas y que exige la toma de decisiones 
en un marco de alta incertidumbre tanto en el ámbito científico como en el 
económico.” 

                                                
16 Apartado V.2. 
17 Asunto C-290/15, D’Oultremont v. Région wallonne, ECLI:EU:C:2016:816. 
18 Art. 133 LPAC. 
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16. El contenido del PNN responde a un patrón que coincide con las características 
generales de la planificación de las Administraciones. Así, tras una introducción, su 
apartado II establece los objetivos y principios. Por lo que respecta en concreto a las 
“fases de la desescalada”, el PNN señala que “vendrán determinadas por la situación de 
cada uno de los territorios en cuatro ámbitos principales: (i) capacidades estratégicas, que 
incluyen una asistencia sanitaria reforzada, un modelo eficaz y seguro de alerta y 
vigilancia epidemiológica, una capacidad de detección y control precoz de las fuentes de 
contagio y un refuerzo de las medidas de protección colectiva; (ii) indicadores de 
movilidad; (iii) indicadores económicos; y (iv) indicadores sociales.19 Por tanto, y de 
manera preliminar el PNN incluye una serie de pautas para determinar tales fases. En un 
pasaje ulterior se añade que “cada territorio podrá avanzar a ritmos diferentes, sobre una 
base de indicadores comunes para todos y con un conjunto de medidas también comunes 
para cada una de las fases de la desescalada”.20 
 
17. Es en el apartado IV, denominado “Panel de indicadores” en donde se localiza la 
referencia más concreta acerca de “los parámetros cuyos valores son necesarios para 
avanzar en la desescalada”. Estos se plasman en un “panel de indicadores único” que 
“ayudará a la gradación de la intensidad y velocidad del desconfinamiento, incluyendo 
parámetros fundamentales para la toma de decisiones”.21 Para ello, el PNN avanza 
cuatro parámetros: 
 

“a) De salud pública, a partir de los datos que evalúan las cuatro capacidades 
estratégicas ya señaladas y la evolución de la situación epidemiológica.  
b) De movilidad (tanto dentro del país – entre municipios/entre provincias – como 
internacional), muy vinculada a un posible aumento del riesgo de contagio.  
c) De la dimensión social (impacto de la enfermedad, el confinamiento y la 
desescalada en los colectivos sociales más vulnerables, en particular los mayores).  
d) De actividad económica (evaluación de la situación por sectores, en especial 
aquellos con más capacidad de arrastre y los más duramente afectados por la 
crisis).” 

 
18. Por tanto, el concepto básico sería el de parámetros que, por medio de los valores que 
se adopten, constituyan el panel de indicadores “único”. Con todo y dejando la jerga que 
emplea el PNN, lo que resulta evidente es que este prevé que exista un cuerpo de criterios 
que sirva para determinar las fases de la “desescalada”. Para ello, el PNN se remite a un 
Anexo I, que se divide en tres apartados: a) Información Epidemiológica y Capacidades 
Sanitarias, b) Información de movilidad, y c) Indicadores económico-sociales. Cada uno 
de ellos incluye una tabla dividida de diferente manera. Así, en el caso de la información 
epidemiológica y capacidades sanitarias, se establecen dos aspectos (variables y fuentes) 
mientras que en los otros dos casos aparecen tres elementos (variables, granularidad y 
                                                
19 PNN, p. 7. 
20 PNN, p. 10. 
21 PNN, p. 13, negrita en el original. 
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fuentes). Las variables más complejas aparecen en el epígrafe relativo a la información 
epidemiológica (4 indicadores con otros tantos apartados). La “granularidad” no es la 
misma en todos los casos, ya que, en ocasiones, el PNN se refiere a la provincia, en otros 
a áreas periurbanas o a las Comunidades Autónomas. A la luz de lo anterior, se puede 
concluir que el PNN determina criterios que ciñen, dentro de unos márgenes más o menos 
amplios, la discrecionalidad del Gobierno del Estado a la hora de determinar las distintas 
fases.  
 
19. El siguiente aspecto a considerar es el de la denominada metodología de la toma de 
decisiones. De acuerdo con el PNN: 
 

“El ministro de Sanidad decidirá en qué fase se encuentra cualquier territorio del 
país, con base en los parámetros que conforman el panel de indicadores, que serán 
evaluados de manera cualitativa y conjunta para permitir la transición de una fase 
a otra. La aplicación de esos criterios determinará el avance, o retroceso, de unas 
fases a otras”.22 

 
20. Esta previsión se recoge en el Real Decreto 514/2020, de 8 de mayo, por el que se 
prorroga el estado de alarma declarado por el Real Decreto 463/2020, cuyo art. 3 dispone: 
 

“En aplicación del Plan para la desescalada de las medidas extraordinarias 
adoptadas para hacer frente a la pandemia de COVID-19, aprobado por el Consejo 
de Ministros en su reunión de 28 de abril de 2020, el Ministro de Sanidad, a 
propuesta, en su caso, de las comunidades autónomas y de las ciudades de Ceuta y 
Melilla, y a la vista de la evolución de los indicadores sanitarios, epidemiológicos, 
sociales, económicos y de movilidad, podrá acordar, en el ámbito de su 
competencia, la progresión de las medidas aplicables en un determinado ámbito 
territorial, sin perjuicio de las habilitaciones conferidas al resto de autoridades 
delegadas competentes. La regresión de las medidas hasta las previstas en el Real 
Decreto 463/2020, de 14 de marzo, se hará, en su caso, siguiendo el mismo 
procedimiento”.23 

 
21. El PNN explicita cómo es el proceso de toma de decisiones, articulado mediante una 
Orden del ministro de sanidad.24 Para los propósitos de este comentario, de las cinco 
consideraciones que se recogen en el PNN interesan las siguientes: 
 

“(i) Este plan determina las fases de la desescalada, las actividades concretas 
permitidas en cada fase y las condiciones específicas en las que se desarrollarán. 
El ministro de Sanidad podrá modificar, ampliar o restringir esas actividades y su 
alcance en función de la evolución de la pandemia. 

                                                
22 PNN, p. 16, negrita suprimida, cursiva añadida. 
23 Cursiva añadida. 
24 PNN, p. 16. 



 

 

8 

(ii) Asimismo, este plan también establece el panel de indicadores, es decir, los 
diferentes criterios técnicos (sanitarios, movilidad, social y económico) que se 
evaluarán de manera conjunta y cualitativa y que servirán para decidir en qué fase 
se encuentra cada territorio. 
(iv) El ministro de Sanidad decidirá, cada dos semanas, en qué fase de desescalada 
está cada territorio. Inicialmente, la unidad territorial será la provincia o la isla. 
Las decisiones podrán significar el avance a la siguiente fase de la desescalada o el 
retroceso en el caso de que se produzca una regresión en los marcadores de la 
provincia o isla”.25 

 
22. Cierto es que el propio PNN reconoce que la desescalada “no es un proceso 
matemático ni automático, no hay certeza de cuándo un territorio podrá pasar de una fase 
a otra”,26 o que “[l]a interpretación de estos indicadores (epidemiológicos y de capacidad 
asistencial) no estará sujeta a umbrales sino que se hará un análisis conjunto teniendo en 
cuenta el contexto y todos los factores condicionantes que pueden influir sobre la 
epidemia”.27 Los anexos que le acompañan se cuidan de señalar que se incorporan 
cronogramas orientativos.28 Sin embargo, lo que resulta evidente es que el ministro de 
sanidad determina en qué situación se encuentra cada territorio, con fundamento en el 
propio PNN y, por ende, qué es lo que se puede llevar cabo dependiendo de la fase en que 
se encuentre aquel.  
 
23. La aplicación territorial no puede obviar que el PNN incide también en la vertiente 
personal, ya que, en definitiva, la declaración del estado de alarma afecta a las personas, 
como se deprende, entre otras normas, de los arts. 7-11 del Real Decreto 463/2020. Por 
tanto, la relación entre el paso de un territorio (v.g., la provincia) a una fase es inescindible 
de las personas que se encuentren en el mismo. De ahí que el término de desescalada 
implique la progresiva vuelta a la situación anterior a la declaración del estado de alarma 
con las constricciones que este acarrea. Todo lo anterior manifiesta que el PNN no es un 
mero plan carente de valor normativo o cuyo tenor y contenido responda a un grado de 
discrecionalidad administrativa tan elevado que impida poder predicar tal valor. Antes al 
contrario, con independencia de la generalidad de su tenor, lógica ante una situación 
sanitaria como la que se ha planteado, el PNN incluye aspectos para la toma de decisiones 
con carácter no meramente puntual o ad casum, sino con naturaleza general y en tanto en 
cuenta se mantenga la situación de alerta sanitaria.  

 
24. La anterior conclusión lleva a otra también preliminar, a saber, que el PNN es parte 
de la normativa que acompaña a la declaración del estado de alarma. Ciertamente, no se 
trata de una norma reglamentaria sujeta a las previsiones de la Ley 39/2015. Tampoco 

                                                
25 PNN, p. 16, cursiva añadida. 
26 PNN, p. 27. 
27 Anexo I, cursiva añadida. El Anexo carece de paginación. 
28 Caso del Anexo II. Previsión orientativa para el levantamiento de las limitaciones de ámbito nacional 
establecidas en el estado de alarma, en función de las fases de transición a una nueva normalidad, el 
Anexo III. Cronograma orientativo para la transición hacia una nueva normalidad 
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está prevista su aprobación en una norma con rango de ley. De hecho, el Real Decreto de 
declaración del estado de alarma no se refiere a la posible elaboración del PNN. Este ha 
surgido de la habilitación general con que cuenta el Gobierno del Estado en virtud del art. 
116 CE y de la Ley Orgánica 4/1981, de 1 de junio, de los estados de alarma, excepción 
y sitio, con su genérica referencia a la “competencia” de aquel.29 Sin embargo, lo anterior 
no evita afirmar que el PNN tiene elementos normativos junto con otros que reflejan un 
análisis del estado de la cuestión a la que se refiere y las aspiraciones del Gobierno en 
una situación como la presente. 
 
 

IV. LA NATURALEZA JURÍDICA DE LAS “DECISIONES” DEL MINISTRO 
DE SANIDAD A LA LUZ DEL PNN 

 
25. Como antes se ha examinado, el ministro de sanidad decide en qué fase se encuentra 
cada territorio. Hay que entender que esta función se enmarca en su posición como 
autoridad delegada competente, tal y como lo determina el Real Decreto 463/2020. Como 
señala el PNN, “[e]l estado de alarma habilita al Ministerio de Sanidad para: (i) en función 
de la evolución de la emergencia sanitaria, dictar órdenes e instrucciones en relación con 
las actividades permitidas y sobre su alcance y ámbito territorial; y (ii) también modificar, 
ampliar o restringir los lugares, establecimientos y actividades suspendidas, siempre por 
razones justificadas de salud pública, y con el alcance y ámbito territorial que se 
determine”. Por tanto, el ministro puede dictar normas y lógicamente actos 
administrativos. Tales “decisiones”, como reconoce el PNN no tienen que ser uniformes 
en todo territorio del Estado.30 
 
26. En este sentido, el PNN recoge la previsión por la que las comunidades autónomas, 
oídas las entidades locales afectadas, pueden proponer al ministro de sanidad que un 
territorio concreto de su comunidad sea declarado en una fase diferente del proceso de 
desescalada. Esa propuesta debe ir acompañada de un informe motivado que justifique el 
nivel de cumplimiento y estado de los parámetros establecidos, y también la viabilidad 
de garantizar el aislamiento, desde el punto de vista de la movilidad, de ese territorio en 
concreto del resto de la provincia. El PNN añade que el ministro de sanidad “decidirá, en 
su caso, la transición de fase del territorio concreto propuesto por la comunidad 
autónoma”.31 
 
27. La clave de las distintas fases se ha centralizado en la decisión del ministro de 
sanidad. Es este el que, con fundamento con los criterios establecidos en el PNN, toma la 
decisión que permite acogerse a lo que es posible llevar a cabo en cada fase, tal y como 
las ha diseñado el Gobierno del Estado. Sin tal decisión no es posible avanzar en la 
progresiva desescalada, desde las restricciones iniciales establecidas en el Real Decreto 
de declaración del estado de alarma. Por tanto, se está ante una decisión ciertamente 
                                                
29 Art. 7. 
30 PNN, p. 15. 
31 PNN, p. 17, cursiva añadida. 
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peculiar por las características que implica el estado de alarma y la situación sanitaria. De 
ahí que no se sujete a normas estándar de un procedimiento administrativo, como, por 
otra parte, afirma el Real Decreto 463/2020:  
 

“Los actos, disposiciones y medidas a que se refiere el párrafo anterior (relativo a 
las autoridades competentes delegadas) podrán adoptarse de oficio o a solicitud 
motivada de las autoridades autonómicas y locales competentes, de acuerdo con la 
legislación aplicable en cada caso y deberán prestar atención a las personas 
vulnerables. Para ello, no será precisa la tramitación de procedimiento 
administrativo alguno”.32  

 
28. Lo anterior no quiere decir que se esté ante decisiones “de plano” o sin contar una 
fundamentación en determinados criterios (los “parámetros” antes referidos). Los medios 
de comunicación se han referido a los “informes” del ministro de sanidad sobre el cambio 
de fase.33 De hecho, en la rueda de prensa del ministro de sanidad, de 17 de mayo de 
2020, este afirmó: 
 

“Cuando todas las comunidades autónomas estén en Fase 1, haremos públicos todos 
los informes relativos a la Fase 1. Cuando todas las comunidades estén en Fase 2, 
haremos públicos los informes de la Fase 2. Y cuando todas las comunidades estén 
en la Fase 3, haremos públicos todos los informes de la Fase 3, con un criterio de 
máxima transparencia”.34 

 
29. A pesar de que ulteriormente una orden del mismo ministro, mencione las unidades 
territoriales a las que aplicar las normas correspondientes a cada fase,35 se desprende que 
el informe resuelve directamente el fondo de una cuestión,36 no menor, cual es si un 
territorio puede pasar a una fase en la “desescalada” y, en consecuencia, qué tipo de 
actividades pueden llevar a cabo las personas que se encuentren en el mismo. El nomen 
de “informe” no altera la naturaleza real del acto, ya que este determina la ulterior 
mención de un territorio junto con la normativa aplicable a cada fase. Aunque 
posteriormente se determinen en una orden las unidades territoriales incluidas en una 
determinada fase, el informe del ministerio de sanidad debería ser objeto de publicación 
una vez dictado,37 al afectar tanto a los territorios como a las personas que se encuentren 
en los mismos, y contener la motivación de la orden que finalmente se dicte en cada caso. 

                                                
32 Real Decreto 463/2020, art. 4.3 (segundo párrafo). 
33 Véase, por ejemplo el diario El País de 16 de mayo de 2020, “El informe oficial del Gobierno rechaza 
que Madrid salte de fase porque no está lista la atención primaria”: https://elpais.com/sociedad/2020-05-
16/el-informe-oficial-del-gobierno-rechaza-que-madrid-salte-de-fase-porque-no-esta-lista-la-atencion-
primaria.html (último acceso 18 de mayo de 2020). 
34 https://www.rtve.es/noticias/20200517/sanidad-publicara-informes-fases/2014249.shtml (último acceso 
18 de mayo de 2020). 
35 Caso de la Orden SND/399/2020, de 9 de mayo, para la flexibilización de determinadas restricciones de 
ámbito nacional, establecidas tras la declaración del estado de alarma en aplicación de la fase 1 del Plan 
para la transición hacia una nueva normalidad, art. 3 y Anexo. 
36 Art. 112.1 LPAC. 
37 Art. 45.1 LPAC. 
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En otras palabras, el informe actúa de presupuesto y motivación de la declaración y, por 
lo tanto, debería ser público o glosarse en sus aspectos fundamentales en la motivación 
de la orden del ministro no solo por razones de transparencia sino, fundamentalmente, 
por las limitaciones de los derechos que comporta (libertad deambulatoria, libertad de 
empresa, etc.), y, también, para hacer posible y efectivo el control parlamentario y, en su 
caso, jurisdiccional.  
 

V. COMENTARIOS CONCLUSIVOS 
 

30. La declaración del estado de alarma establece un régimen jurídico especial que, sin 
embargo, no deroga normas básicas sobre la naturaleza de los actos y disposiciones 
administrativas. En el caso del PNN puede concluirse que, a pesar de sus determinaciones 
y la generalidad de sus criterios, contiene elementos normativos para precisar si una 
unidad territorial (y las personas que se encuentren en el mismo) puedan pasar a una fase 
de progresiva reducción de las medidas inicialmente adoptadas mediante el Real Decreto 
463/2020. Si bien es el ministro de sanidad quien determina, mediante una orden, qué 
unidades territoriales pasan a una determinada fase, juntamente con la normativa 
aplicable, el “informe” que justifica tal decisión resuelve directamente el fondo de esa 
cuestión, por lo que debería ser objeto de publicación junto con la publicación de la 
mencionada orden. 
 


